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Yo, Erika Patricia Zabala Rosero, mayor de edad, vecina y residente en Bogotá, 
identificada con la cédula de ciudadanía No. 1031131880 expedida en Bogotá, ante Ud., 
respetuosamente promuevo acción de tutela para conseguir la protección de mi derecho 
fundamental al Mínimo vital reconocido en el artículo 53 de la constitución política el cual 
se encuentra conexo a: derecho a la vida digna (artículo 11 Cons Pol); al derecho al 
trabajo (artículo 25 Cons Pol); derecho a la igualdad (artículo 13 de la Cons Pol) y 
derecho a la integridad personal (artículo 12 de la Cons. Pol), con arreglo a la 
constitución política y Jurisprudencia Constitucional, el cual está siendo violado y 
amenazado por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar con NIT 899999.239-2.  
 

HECHOS 
 

1. El Gobierno Nacional, mediante Decreto 1479 del 4 de septiembre de 2017, 
dispuso la creación de 3737 empleos en la planta de personal de carácter 
permanente del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar “Cecilia de la Fuente 
de Lleras”, los cuales a la fecha no han sido convocados a concurso de mérito.  
 

2. Fui nombrada en provisionalidad, en uno de los cargos provistos por el Decreto 
1479 de 2017, en la planta del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 
Regional Bogotá, Centro Zonal Creer, mediante Resolución No. 9084 del 2 de 
octubre de 2017, en el cargo Profesional Universitario Código 2044 Grado 07 
(25829) Perfil Psicóloga, la cual fue publicada en la página oficial del ICBF en 
cumplimiento del principio de publicidad y transparencia que deben regir las 
actuaciones administrativas garantizándose así el derecho al debido proceso de 
contradicción de cualquier servidor público con derechos de carrera o ciudadano 
que considere menoscabado su derecho. 
 

3. Me posesioné en el cargo descrito en el hecho anterior, el 11 de octubre del 2017 
como consta en el acta No. 000757. después de verificarse los requisitos legales, 
sin que se presentara oposición o reclamación por parte de servidor público o 
ciudadano que se considerara con mejor derecho. 

 
4. Dentro de los nombramientos efectuados en la Resolución No. 9084, del 2 de 

octubre de 2017, además de mi nombramiento, el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar, realizó 108 nombramientos más, con el mismo código, grado 
y perfil, como consta en el artículo primero de la mencionada Resolución.  
 



5. El día 04 de febrero del 2019, mediante Resolución 0280, fui trasladada al Centro 
Zonal Mártires de la Regional Bogotá, por necesidad del servicio con el mismo 
cargo, código, grado y perfil.  
 

6. El día 21 de julio del 2020, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, publica 
en su página web, la Resolución 3777 de fecha 10 de junio de 2020, 
https://www.icbf.gov.co/system/files/3777.pdf, mediante la cual, ordena el 
nombramiento en periodo de prueba, de veinte personas, en la plata global, 
Regional Bogotá, y además dispone en su artículo segundo “Terminar los 
siguientes nombramientos provisionales debido a los nombramientos en periodo 
de prueba efectuados en la presente resolución…”, dentro de los cuales obra:  

 
TIPO CEDULA APELLIDOS Y 

NOMBRES 
 CARGO 

REGIONAL Y 
DEPENDENCIA 

 

NOMB. 
PROV 1.031.131.880 

ZABALA 
ROSERO 
ERIKA 
PATRICIA 

PROFESIONAL 
UNIVERSITARIO 
2044-07 
(25829) 

VALLE 
C.Z. RESTAURAR 

 
7. La Resolución 3777 de fecha 10 de junio de 2020, dispone mi terminación de 

nombramiento en provisionalidad, sin embargo, hace referencia a una Regional 
y dependencia en la cual nunca he estado nombrada, como lo es la “Regional 
Valle, CZ Restaurar”, pues, como manifesté en los numerales anteriores, y tal y 
como consta en los actos administrativos de nombramiento, fui asignada a la 
Regional Bogotá, en el Centro Zonal Creer y posteriormente trasladada en la 
misma regional, por necesidad del servicio al Centro Zonal Mártires, en donde 
desempeño mis funciones actualmente.  
 

8. La resolución No. 3777 de 10 de junio de 2020, fue publicada hasta el 21 de julio 
de 2020, sin que se de aplicación al principio de publicidad de los actos 
administrativos de forma oportuna, pues nótese de la resolución fue publicada 
después de más de 30 días de su expedición. 
 

9. Conocí de la Resolución 3777 de fecha 10 de junio de 2020, por la publicación 
realizada por el ICBF en su página web, sin embargo, la misma no me ha sido 
comunicada formalmente y no contempla oportunidad legal para interponer 
recursos, desconociendo mi derecho de defensa y debido proceso, tratándose 
de un acto administrativo de carácter particular (concepto No. 0135 de 2012 
emitido por el director de la Oficina Jurídica de ICBF). Además, la Resolución 
3777, estipula en su artículo segundo, parágrafo primero: “La fecha de 
efectividad de la terminación del nombramiento provisional, será a partir de la 
fecha de la posesión de la persona que fue nombrada en período de prueba en 
el empleo que se ocupa en provisionalidad. PARÁGRAFO SEGUNDO: La fecha 
de efectividad de la terminación será comunicada previamente…” hechos que 
me ubican en un estado de indefensión.  
 

10. A la fecha, el cargo por mi desempeñado, no ha sido objeto de concurso de 
mérito, pues se creó con posterioridad a la Convocatoria 433 de 2016.  
 

11. De conformidad con la aplicación de las listas de elegibles vigentes, mediante 
circular 0009 de 2020, firmada el día 17 de junio del año en curso, la Comisión 
Nacional del Servicio Civil, informa que las entidades deberán observar lo 
establecido en el acuerdo 165 de 2020 expedido por la CNSC que su capítulo 2 
consigna: 
 



“ARTÍCULOS 8° Uso de las listas de elegibles durante su vigencia, las listas 
de elegibles serán utilizadas para proveer definitivamente las vacantes de la 
respectiva entidad en los siguientes casos:  
 
1. Cuando el elegible nombrado no acepta el nombramiento o no se posesiona 

en el cargo o no supera el periodo de prueba.  
2. Cuando se genera la vacante definitiva de un empleo provisto mediante la 

lista de elegibles objetos de un concurso de méritos con ocasión de alguna 
de las causas de retiro del servicio consagrado en el artículo 41 de la ley 909 
de 2004.  

3. Cuando se generen vacantes del “mismo empleo” o de “cargos equivalentes” 
de la misma entidad.  
 

PARAGRAFO: las listas de elegibles también podrán ser utilizadas para la 
provisión de empleos temporales de que trata la ley 909 de 2004, para lo cual 
los nombradores deberán solicitarlas a la CNSC teniendo en cuenta las listas 
que haga parte del BNLE y que corresponda a un empleo de la misma 
denominación, código y asignación básica del proceso a proveer (…) 
ARTICULO 13 Vigencia el presente acuerdo rige a partir de la fecha de su 
publicación en el diario oficial y deroga en su integridad el acuerdo 562 de 2016.  
PARAGRAFO: Para los procesos de selección aprobados con anterioridad a la 
expedición de este acuerdo se aplicará la disposición contenida en la 
normatividad vigente al momento de su aprobación”   
Implicando así que en el caso de la convocatoria 433 de 2016, aplicaría 
legislación anterior, además de señalar que el cargo en provisionalidad que 
ocupo fue creado mediante Decreto 1479 del 04 de septiembre de 2017, es decir 
de manera posterior a la fecha de publicación de dicha convocatoria.  
 

12. De conformidad con el artículo 28 CCAPA, el criterio unificado de la Comisión 
Nacional del Servicio Civil no es de obligatorio cumplimiento. Nótese que el 
acuerdo 165 de 12 de marzo de 2020 publicado el 18 de marzo de la CNSC, 
establece que el criterio unificador debe ser aplicado según la norma de vigentes 
al momento de su aplicación, es decir que la convocatoria 433 de 2016 se rige 
por la ley 909 de 2004 (Capitulo 2 articulo 8). 
 

13. La Resolución 3777 de fecha 10 de junio de 2020, que ordena la terminación 
de mi vinculación en provisionalidad, y la de dieciocho personas más, no 
se encuentra debidamente motivada, pues en ella no se aclara cuáles fueron 
los criterios tenidos en cuenta por el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, para escoger de la planta de personal en provisionalidad en el mismo 
cargo, a las personas a quienes nos dan por terminada la vinculación, pues, en 
lo referente a la estabilidad reforzada en materia laboral respecto de los 
nombramientos en provisionalidad, se debe tener en cuenta los antecedentes 
jurisprudenciales en especial las sentencia SU 446 de 2011, que dispuso:  
 
“Por su parte, los funcionarios públicos que desempeñan en provisionalidad 
cargos de carrera gozan de una estabilidad laboral relativa o intermedia, que 
implica, sin embargo, que el acto administrativo por medio del cual se efectúe su 
desvinculación debe estar motivado, es decir, debe contener las razones de la 
decisión, lo cual constituye una garantía mínima derivada, entre otros, del 
derecho fundamental al debido proceso y del principio de publicidad”, Ahora bien, 
esta Corporación ha reconocido que cuando un funcionario ocupa en 
provisionalidad un cargo de carrera y es, además, sujeto de especial protección 
constitucional, “concurre una relación de dependencia intrínseca entre la 
permanencia en el empleo público y la garantía de sus derechos fundamentales, 



particularmente el mínimo vital y la igualdad de oportunidades. De allí que se 
sostenga por la jurisprudencia que la eficacia de esos derechos depende del 
reconocimiento de estabilidad laboral en aquellos casos, a través de un ejercicio 
de ponderación entre tales derechos y los principios que informan la carrera 
administrativa”.  
 

14. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, cuenta en su planta de personal, 
con más cargos provistos en provisionalidad con referencia Profesional 
Universitario Código 2044 Grado 07 Perfil Psicóloga, frente a los cuales no se 
procedió a desvinculación alguna, lo cual se evidencia en la Resolución No. 9084 
del 2 de octubre de 2017, en donde se realizan 109 nombramientos de los cuales 
únicamente nos terminan el nombramiento a diecinueve, mediante la Resolución 
3777 del 10 de junio de 2020, sin realizar un estudio de cada caso particular, 
pese a que las condiciones de cada uno no son las mimas, desconociendo que 
dentro de las personas que ocupan en provisionalidad cargos de carrera, pueden 
encontrarse sujetos de especial protección.  
 

15. La lista de elegibles RESOLUCIÓN No. CNSC - 20182230064715 DEL 25-06-
2018 "Por la cual se conforma la lista de elegibles para proveer cuatro (4) 
vacantes del empleo identificado con el Código OPEC No. 39394, denominado 
PROFESIONAL UNIVERSITARIO, Código 2044, Grado 7, del Sistema General 
de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 
Convocatoria No. 433 de 2016 - ICBF" a que hace referencia la Resolución 3777 
del 10 de junio de 2020, resuelve Conformar la lista con veintiocho personas, no 
obstante, fuimos nombradas 109 personas en provisionalidad dentro de los 
cargos creados por el gobierno nacional mediante Decreto 1479 del 4 de 
septiembre de 2017 y solo a 19 personas nos desvinculan, sin la debida 
motivación de cada caso particular.  

 
16. En mi caso particular, mi estado de salud es el siguiente: cuento con una 

patología de  Retinoblastoma, el cual es cáncer en los ojos, el cual me daño 
completamente el ojo izquierdo, por lo cual, tengo una prótesis ocular y el ojo 
derecho esta con Astigmatismo hipermetropico compuesto y Otras alteraciones 
visuales lo cual me hace tener gafas oscuras permanentemente y mis controles 
se realizan en la clínica particular Barraquer quienes tienen mi historia de 
atención desde el inicio del cáncer, además, tengo discopatía lumbar inferior en 
L3 L4 y el L4 y L5 hay hernia discal protruida central con desgarro anular y  
lumbalgia crónica que afecta mis movimientos de marcha y postural 
generándome un dolor crónico teniendo que hacerme resonancias magnéticas y 
otros exámenes periódicamente así mismo me encuentro en el plan de cuidado 
paliativo y clínica del dolor lo cual es conocido por el  Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar.  
 

17. La Regional Bogotá, a partir de la pandemia generada por el COVID 19, y las 
directrices impartidas por el Gobierno Nacional frente al asunto, valoró mi 
diagnóstico y recomendaciones considerando que mi situación se enmarca 
dentro de las restricciones para ejercer mis funciones de manera presencial en 
el Centro Zonal, por lo cual, determinaron que el desempeño de mis funciones 
debía realizarlo desde casa.   
 

18. Convivo con mis progenitores Aura Frinet Roseo Martínez y Hugo Alberto 
Zabala, identificados con CC No. 59.793.219 de Samaniego Nariño y 80.354.314 
de Tocaima Cundinamarca de 57 años y 55 años de edad respectivamente, 
quienes no se encuentran laborando y soy la única responsable 
económicamente de ellos.  



 
19. A mi progenitor le fue diagnosticada Liposarcoma lo cuales son tumores 

malignos en diferentes partes del cuerpo con constantes recaídas las cuales 
deben ser tratadas quirúrgicamente en el Instituto Nacional de Cancerología la 
ultima fue el 03 de abril del 2020 con incapacidad de 10 días posterior hubo 
infección y se hospitalizo 10 días donde debo pagar taxi, comida y otros 
materiales que se requieran en la hospitalización y de mi progenitora quien es la 
cuidadora,  actualmente se encuentra en tratamiento  y debe asistir a controles 
periódicos al Instituto Nacional de Cancerología, además cuenta con múltiples 
diagnósticos como diabetes, hipertensión, hipotiroidismo, hernia discal,  
discopatía en tres vertebras, lumbalgia, apnea de sueño e hipertrofia prostática 
donde la dieta alimenticia es estricta y costosa, por los diagnósticos anteriores 
le impide laborar y mi progenitora es la cuidadora ante las necesidades físicas y 
emocionales de mi progenitor, mientras yo laboro,  por lo cual, se le impide 
también vincularse laboralmente, además,  yo soy quien asume los gastos 
diarios de manutención de mi núcleo familiar (mercado, servicios públicos, 
vestuario), y  la seguridad social de mis progenitores, quienes de no contar con 
mis ingresos,  pueden estar en peligro inminente, teniendo en cuenta lo 
enunciado de las recaídas constantes de mi progenitor y la necesidad de 
subsistir dignamente.  
 

20. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, no tuvo en cuenta mi condición de 
sujeto de especial protección y la de mi familia, al expedir la Resolución 3777 de 
fecha 10 de junio de 2020, que entre otros asuntos ordena la terminación de 
mi vinculación en provisionalidad, sino que, indiscriminadamente escoge 19 
personas de 109, para terminar el nombramiento, sin motivación alguna, lo cual 
se constituye como una abierta amenaza y vulneración de mis derechos 
fundamentales y los de mi familia, al mínimo vital, a la vida, a la dignidad humana, 
a la salud y al trabajo, en razón a que el ingreso por mi percibido, se constituye 
en el único ingreso percibido, por lo tanto, es un medio insustituible para mi 
propia subsistencia y la de mi familia. (Corte Constitucional, Sentencia SU-995 
de 1999). Además, vulnera mi derecho a la igualdad, respecto de personas que 
continuaran vinculadas en provisionalidad en el mismo cargo y grado, mientras 
se genera el concurso de mérito, desconociendo mi situación de salud y la de mi 
familia.  
 

21. No existe otro mecanismo de defensa judicial idóneo que permita la protección 
inmediata de mis derechos 

 
 

DERECHOS FUNDAMENTALES AMENAZADOS Y/O VULNERADOS 
 
Con expedición de la Resolución 3777 de fecha 10 de junio de 2020, por parte del 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, que se configura en los hechos narrados, se 
viola mis derechos fundamentales que enuncio a continuación 
 

- Derecho fundamental a una vida digna consagrado en el artículo 11 de la 
Constitución Política; 

- Derecho fundamental al Mínimo vital reconocido en el artículo 53 de la 
Constitución Política  

- Derecho al Trabajo consagrado en el artículo 25 de la Constitución Política.  
- Derecho a la Igualdad consagrado en el artículo 13 de la Constitución Política,  
- Derecho a La Integridad Personal consagrado en el artículo 12 de la Constitución 

Política. 
 



La Corte ha considerado que la ausencia del mínimo vital puede atentar, de manera 
grave y directa, en contra de la dignidad humana. Este derecho “constituye una pre-
condición para el ejercicio de los derechos y libertades constitucionales de la persona y 
en una salvaguarda de las condiciones básicas de subsistencia, puesto que sin un 
ingreso adecuado a ese mínimo no es posible asumir los gastos más elementales, como 
los correspondientes a alimentación, salud, educación o vestuario” (Corte 
Constitucional, Sentencias T-818 de 2000; T- 651 de 2008; T-738 de 2011). 
 
La Corte Constitucional, en lo que respecta a la condición de sujetos de especial 
protección, la ha definido como la que ostentan aquellas personas que debido a 
condiciones particulares, a saber, físicas, psicológicas o sociales, merecen un amparo 
reforzado en aras de lograr una igualdad real y efectiva. Por esto, ha establecido que 
entre los grupos de especial protección se encuentran los niños, los adolescentes, los 
ancianos, los disminuidos físicos, síquicos y sensoriales, las mujeres cabeza de familia, 
las personas desplazadas por la violencia, aquellas que se encuentran en extrema 
pobreza y todas aquellas personas que por su situación de debilidad manifiesta se 
ubican en una posición de desigualdad material con respecto al resto de la población; 
motivo por el cual considera que la pertenencia a estos grupos poblacionales tiene una 
incidencia directa en la intensidad de la evaluación del perjuicio, habida cuenta que las 
condiciones de debilidad manifiesta obligan a un tratamiento preferencial en términos 
de acceso a los mecanismos judiciales de protección de derechos, a fin de garantizar la 
igualdad material a través de discriminaciones afirmativas a favor de los grupos 
mencionado.( Fallo 03131 de 208 Consejo de Estado), y en mi caso particular, tanto yo 
como mi familia ostentamos la calidad de sujetos de especial protección dadas nuestras 
condiciones de salud señaladas previamente y soportadas probatoriamente.  
 
La terminación de mi nombramiento por parte del ICBF, me ha colocado en una situación 
que afecta directamente mi vida, mi salud física y mental llevándome a una situación de 
dependencia total, de igual manera está atentando contra mi estabilidad familiar, 
quienes dependen totalmente económicamente de mis ingresos, ocasionando de esta 
manera un perjuicio irremediable a todo el núcleo familiar, generando, de igual manera, 
una situación económica crítica que puede conducirme a la ruina total y al peligro de 
recaídas nuevas de salud en mi papa, por lo tanto es fundamental la protección 
inmediata a mi derecho fundamental al mínimo vital el cual se encuentra conexo al 
derecho a la vida, a la salud, al trabajo, a gozar de una vida digna, a la integridad 
personal y a la igualdad. 
 
Respecto la estabilidad reforzada en materia laboral respecto de los nombramientos en 
provisionalidad, se debe tener en cuenta los antecedentes jurisprudenciales en especial 
las sentencia SU 446 de 2011, que dispuso:  
 
“Por su parte, los funcionarios públicos que desempeñan en provisionalidad cargos de 
carrera gozan de una estabilidad laboral relativa o intermedia, que implica, sin embargo, 
que el acto administrativo por medio del cual se efectúe su desvinculación debe estar 
motivado, es decir, debe contener las razones de la decisión, lo cual constituye una 
garantía mínima derivada, entre otros, del derecho fundamental al debido proceso y del 
principio de publicidad”.  
 
Ahora bien, esta Corporación ha reconocido que cuando un funcionario ocupa en 
provisionalidad un cargo de carrera y es, además, sujeto de especial protección 
constitucional, “concurre una relación de dependencia intrínseca entre la permanencia 
en el empleo público y la garantía de sus derechos fundamentales, particularmente el 
mínimo vital y la igualdad de oportunidades. De allí que se sostenga por la jurisprudencia 
que la eficacia de esos derechos depende del reconocimiento de estabilidad laboral en 



aquellos casos, a través de un ejercicio de ponderación entre tales derechos y los 
principios que informan la carrera administrativa”.  
Si bien estas personas no tienen un derecho a permanecer de manera indefinida en el cargo, 
pues este debe proveerse por medio de un concurso de méritos, sí debe otorgárseles un trato 
preferencial como acción afirmativa, antes de efectuar el nombramiento de quienes ocuparon 
los primeros puestos en la lista de elegibles del respectivo concurso de méritos, con el fin de 
garantizar el goce efectivo de sus derechos fundamentales. Ello en virtud de los mandatos 
contenidos en los incisos 2º y 3º del artículo 13 Superior, relativos a la adopción de medidas 
de protección a favor de grupos vulnerables y personas en condición de debilidad manifiesta, 
y en las cláusulas constitucionales que consagran una protección reforzada para ciertos 
grupos sociales, tales como las madres cabeza de familia (art. 43 CP), los niños (art. 44 CP), 
las personas de la tercera edad (art. 46 CP) y las personas con discapacidad (art. 47 CP)[25].  
En relación con la estabilidad laboral relativa de que gozan los funcionarios que ocupan cargos 
de carrera en provisionalidad, la Corte Constitucional ha señalado algunas medidas que 
pueden adoptarse para garantizar los derechos fundamentales de quienes ameritan una 
especial protección constitucional por estar en condiciones de vulnerabilidad. Por ejemplo, en 
la sentencia de unificación SU-446 de 2011[26], esta Corporación hizo un pronunciamiento en 
torno a la relación existente entre la provisión de cargos de carrera mediante concurso de 
méritos y la protección especial de las personas que ocupan dichos cargos en provisionalidad 
y se encuentran en circunstancias especiales tales como las madres y padres cabeza de 
familia,  pre pensionados o personas en situación de discapacidad.  Al respecto expresó: 
 

“Los servidores en provisionalidad, tal como reiteradamente lo ha expuesto esta 
Corporación],  gozan de una estabilidad relativa, en la medida en que sólo 
pueden ser desvinculados para proveer el cargo que ocupan con una persona 
de carrera, tal como ocurrió en el caso en estudio o por razones objetivas que 
deben ser claramente expuestas en el acto de desvinculación[. En consecuencia, 
la terminación de una vinculación en provisionalidad porque la plaza respectiva 
debe ser provista con una persona que ganó el concurso, no desconoce los 
derechos de esta clase de funcionarios, pues precisamente la estabilidad relativa 
que se le ha reconocido a quienes están vinculados bajo esta modalidad, cede 
frente al mejor derecho que tienen las personas que ganaron un concurso público 
de méritos.  
 
“[…] Sin embargo, la Fiscalía General de la Nación, pese a la discrecionalidad 
de la que gozaba, sí tenía la obligación de dar un trato preferencial, como una 
medida de acción afirmativa a: i) las madres y padres cabeza de familia; ii) las 
personas que estaban próximas a pensionarse, entiéndase a quienes para el 24 
de noviembre de 2008 –fecha en que se expidió el Acuerdo 007 de 2008– les 
faltaren tres años o menos para cumplir los requisitos para obtener la respectiva 
pensión; y iii) las personas en situación de discapacidad.  
 
“En estos tres eventos la Fiscalía General de la Nación ha debido prever 
mecanismos para garantizar que las personas en las condiciones antes dichas, 
fueran las últimas en ser desvinculadas, porque si bien una cualquiera de las 
situaciones descritas no otorga un derecho indefinido a permanecer en un 
empleo de carrera, toda vez que prevalecen los derechos de quienes ganan el 
concurso público de méritos. Como el ente fiscal no previó dispositivo alguno 
para no lesionar los derechos de ese grupo de personas, estando obligado a 
hacerlo, en los términos del artículo 13 de la Constitución, esta Corte le ordenará 
a la entidad que dichas personas, de ser posible, sean nuevamente vinculadas 
en forma provisional en cargos vacantes de la misma jerarquía de los que venían 
ocupando” (negrillas originales).   
 



Entonces, pese a la potestad de desvincular a los funcionarios públicos nombrados en 
provisionalidad en un cargo de carrera, para no vulnerar los derechos fundamentales de 
aquellas personas que están en condición de vulnerabilidad deben observarse unos requisitos 
propios de la estabilidad relativa o intermedia de que son titulares, entre ellos (i) la adopción 
de medidas de acción afirmativa tendientes a proteger efectivamente el especial contexto de 
las personas vinculadas en provisionalidad, y (ii) la motivación del acto administrativo de 
desvinculación.   
 
 La provisión de cargos de la lista de elegibles previo concurso de méritos y la 
protección especial de las personas en situación de discapacidad, las madres y padres 
cabeza de familia y los pre pensionados. Reiteración de jurisprudencia. 
 
En varias oportunidades esta Corporación ha sostenido que los servidores públicos que 
ocupan en provisionalidad un cargo de carrera gozan de una estabilidad laboral relativa, lo 
que implica que únicamente pueden ser removidos por causas legales que obran como 
razones objetivas que deben expresarse claramente en el acto de desvinculación, dentro de 
las que se encuentra la provisión del cargo que ocupaban, con una persona de la lista de 
elegibles conformada previo concurso de méritos. En esta hipótesis, la estabilidad laboral 
relativa de las personas vinculadas en provisionalidad cede frente al mejor derecho de quienes 
superaron el respectivo concurso. 
  
En ese sentido, la situación de quienes ocupan en provisionalidad cargos de carrera 
administrativa, encuentra protección constitucional, en la medida en que, en igualdad de 
condiciones pueden participar en los concursos y gozan de estabilidad laboral, condicionada 
al lapso de duración del proceso de selección y hasta tanto sean reemplazados por quien se 
haya hecho acreedor a ocupar el cargo en virtud de sus méritos evaluados previamente.  
  
Ha señalado igualmente la jurisprudencia de esta Corte, que, si bien los actos administrativos 
que desvinculan a una persona nombrada en provisionalidad en un cargo de carrera, 
requieren de su respectiva motivación para garantizar el derecho al debido proceso, esto no 
significa que quienes han sido nombrados en provisionalidad ostentan la misma estabilidad 
laboral de quien se encuentra en el sistema de carrera por haber accedido al cargo por 
concurso de méritos.  
  
Sin embargo, esta Corte ha reconocido que dentro de las personas que ocupan en 
provisionalidad cargos de carrera, pueden encontrarse sujetos de especial protección 
constitucional, como las madres y padres cabeza de familia, quienes están próximos a 
pensionarse y las personas en situación de discapacidad, a los que, si bien por esa sola 
circunstancia no se les otorga un derecho indefinido a permanecer en ese tipo de vinculación 
laboral, en virtud del derecho ostentado por las personas que acceden por concurso de 
méritos, sí surge una obligación jurídico constitucional (art. 13) de propiciarse un trato 
preferencial como medida de acción afirmativa.  
  
Por lo anterior, antes de procederse al nombramiento de quienes superaron el concurso de 
méritos, han de ser los últimos en removerse y en todo caso, en la medida de las posibilidades, 
deben vincularse nuevamente en forma provisional en cargos vacantes de la misma jerarquía 
o equivalencia de los que venían ocupando, siempre y cuando demuestren una de esas 
condiciones especiales al momento de su desvinculación y al momento del posible 
nombramiento. “La vinculación de estos servidores se prolongará hasta tanto los cargos que 
lleguen a ocupar sean provistos en propiedad mediante el sistema de carrera o su 
desvinculación cumpla los requisitos exigidos en la jurisprudencia constitucional, contenidos, 
entre otras, en la sentencia SU-917 de 2010”.  
  
En conclusión, siguiendo lo indicado por la Sala Plena de esta Corporación en la sentencia de 
unificación de jurisprudencia SU-446 de 2011, cuando con fundamento en el principio del 



mérito (art. 125 C.P.) surja en cabeza del nominador la obligación de nombrar de la lista de 
elegibles a quien superó las etapas del concurso, en un cargo de carrera ocupado en 
provisionalidad por un sujeto de especial protección como los padres o madres cabeza de 
familia, limitados físicos, psíquicos o sensoriales y pre pensionados, en aplicación de medidas 
afirmativas dispuestas en la constitución (art. 13 numeral 3º), y en la materialización del 
principio de solidaridad social (art. 95 ibídem), se debe proceder con especial cuidado 
previendo dispositivos tendientes a no lesionar sus derechos y en caso de no adoptarse tales 
medidas, de ser posible, han de ser vinculados de nuevo en provisionalidad en un cargo 
similar o equivalente  al que venían ocupando, de existir la vacante, siempre y cuando 
demuestren una de esas condiciones, tanto para la época de su desvinculación, como en el 
momento del posible nombramiento  
 
Véase como el ICBF frente a la estabilidad en materia laboral en nombramientos en 
provisionalidad, en tutela 464-2019, dando respuesta como accionado en la misma, el día 24 
de octubre de 2018, la jefe de la Oficina Asesora Jurídica del ICBF expuso que, de 
conformidad con la jurisprudencia constitucional, los funcionarios en provisionalidad gozan de 
una estabilidad laboral relativa, en la medida en que sólo pueden ser desvinculados para 
proveer el cargo que ocupan con una persona de carrera.  
 
Igualmente, el ICBF precisó que en casos análogos al que se estudia, la jurisprudencia 
constitucional ha sido enfática en dar preferencia a los ganadores del concurso, debido a que 
los servidores nombrados en provisionalidad gozan de estabilidad laboral relativa o 
intermedia, que se traduce en que su retiro del servicio público solo tendrá lugar por causales 
objetivas previstas en la Constitución o en la Ley, o para proveer el cargo que ocupan con una 
persona que haya superado satisfactoriamente el respectivo concurso de méritos.  
 
De otra parte, reitera que el parágrafo 2º del artículo 2.2.5.3.2. del Decreto No. 1083 de 2015, 
establece que cuando la lista de elegibles elaborada como resultado de un proceso de 
selección esté conformada por un número menor de aspirantes, la administración, antes de 
retirar del servicio a los provisionales, deberá revisar si la persona cuenta con protección, de 
conformidad con el parágrafo 2º. Para el ICBF, el presente caso no cumple con los 
presupuestos de este artículo, pues la lista de elegibles está conformada por un número mayor 
de personas. 
 
Extrañando por parte de la suscrita, el análisis que debió hacer el ICBF al momento de emitir 
la resolución No. 3777 de 10 de junio de 2020, porque no consideró mi estado de salud, 
previamente conocido en donde se otorgó trabajo en casa como medida preventiva de 
autocuidado, siendo esta una situación a tener en cuenta con relación a la elección de mi 
cargo, al momento de la emisión de dicha resolución, sobre todo, al tener disposición de otros 
cargos en la regional Bogotá del ICBF, considerando la planta global del instituto, sin conocer 
las motivaciones por los cuales se toma la decisión de la desvinculación. 
 
Igualmente, se observa en la resolución No. 9087 de 2017, por la cual se realizan los 
nombramientos en planta provisional, que de los cargos creados mediante decreto 1479 del 
año 2017 la planta global del instituto, hay un total de 109 cargos de profesional Universitario 
código 2044 grado 7, de profesión Psicólogo en la regional Bogotá, entendiendo que, cumplen 
con los criterios de equivalencia en cargo, salario y funciones de los cuales habla la ley, no 
siendo claros los criterios utilizados para la elección de la suscrita en relación con otros 
funcionarios de la Regional Bogotá, en revisar si hay disposiciones en materia de protección 
reforzada y criterios de elección que no atenten contra los derechos de quienes ocupan los 
cargos en provisionalidad, en atención al derecho a la igualdad. 
 
Cuando la lista de elegibles elaborada como resultado de un proceso de selección esté 
conformada por un número menor de aspirantes al de empleos ofertados a proveer, la 
administración, antes de efectuar los respectivos nombramientos en período de prueba y 



retirar del servicio a los provisionales, deberá tener en cuenta el siguiente orden de protección 
generado por: 1. Enfermedad catastrófica o algún tipo de discapacidad. 2. Acreditar la 
condición de padre o madre cabeza de familia en los términos señalados en las normas 
vigentes y la jurisprudencia sobre la materia. 3. Ostentar la condición de pre pensionados en 
los términos señalados en las normas vigentes y la jurisprudencia sobre la materia. 4. Tener 
la condición de empleado amparado con fuero sindical.  
 
Finalmente, su señoría no se puede desconocer la línea jurisprudencial de obligatoriedad del 
precedente judicial de la Corte Constitucional ha tenido grandes avances después de este 
aparte doctrinal, es así como este alto Tribunal se ha pronunciado en varios fallos posteriores 
unificando criterios en la SU 068/18 en la cual estableció:  
 

“La Corte Constitucional ha precisado que su precedente posee fuerza 
vinculante para todos los operadores jurídicos, entre ellos, los jueces. Se 
trata de materializar el respeto de los principios de la igualdad, la supremacía de 
la Carta Política, el debido proceso y la confianza legítima, mandatos que obligan 
a que los jueces tengan en cuenta las decisiones de esta Corte, al decidir los 
asuntos sometidos a su competencia.  
 
De otra parte, El artículo 10 de la ley 1437 del 2010 establece que las autoridades 
aplicarán las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias de manera 
uniforme a situaciones que tengan los mismos supuestos fácticos y jurídicos. En 
Sentencia C-634 de 2011, la Corte Constitucional adicionó otro estándar 
normativo de obligatorio cumplimiento para la administración, el cual corresponde 
con el precedente constitucional, ya sea en el marco de decisiones de tutela o de 
constitucionalidad.   
  
“Es así como, las sentencias de unificación de jurisprudencia no quedan limitadas 
a la fijación de precedentes verticales para los jueces y tribunales, sino que se 
proyectan al ámbito de la actividad de la administración. Nótese que esa 
vinculación se sustenta en el principio de legalidad, pues las autoridades públicas 
deben seguir las sentencias de los órganos de cierre en las que se ha fijado el 
alcance de las normas aplicables al caso concreto.”  

 
 
PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA COMO MECANISMO EXCEPCIONAL 
DE DEFENSA JUDICIAL DEL ACCIONANTE 

 
Frente al caso en particular atendiendo que aún me encuentro vinculada como 
profesional universitario grado 7 código 2044- psicóloga en el Centro Zonal Mártires del 
ICBF y cuento con una patología de  Retinoblastoma, el cual es cáncer en los ojos, el 
cual me daño completamente el ojo izquierdo, por lo cual, tengo una prótesis ocular y el 
ojo derecho esta con Astigmatismo hipermetropico compuesto y Otras alteraciones 
visuales lo cual me hace tener gafas oscuras permanentemente, mis controles se 
realizan en la clínica particular Barraquer quienes tienen mi historia de atención desde 
el inicio del cáncer, además, tengo discopatía lumbar inferior en L3 L4 y el L4 y L5 hay 
hernia discal protruida central con desgarro anular y  lumbalgia crónica que afecta mis 
movimientos de marcha y postural teniendo que hacer resonancias magnéticas y otros 
exámenes periódicamente así mismo me encuentro en el plan de cuidado paliativo y 
clínica del dolor para el manejo del dolor crónico que tengo, además mis progenitores 
dependen económicamente de mí,  mi progenitor también se constituye como un sujeto 
de especial protección dado su diagnóstico de Liposarcoma lo cual son tumores 
malignos en diferentes partes del cuerpo con constantes recaídas las cuales deben ser 
tratadas quirúrgicamente en el Instituto Nacional de Cancerología, la radioterapia le 
daño un pulmón por lo que le cuesta ocasionalmente respirar, además cuenta con 



múltiples diagnósticos como diabetes, hipertensión, hipotiroidismo, hernia discal,  
discopatía en tres vertebras, lumbalgia, apnea de sueño e hipertrofia prostática donde 
la dieta alimenticia es estricta y costosa así como los suplementos, la acción de  tutela 
resulta procedente para la protección del derecho como mecanismo transitorio en aras 
a evitar la inminente consumación de un perjuicio irremediable, caso en el cual esta 
última circunstancia debe ser alegada y estar demostrada dentro del proceso, al 
respecto la Honorable Corte Constitucional en sentencia T-729 del 13 de septiembre de 
2007 la sala de revisión concluyó, con relación a la procedencia del acción de tutela en 
estos casos, lo siguiente: 

 
“…1. La jurisprudencia constitucional ha descartado que la acción de tutela sea el 
mecanismo judicial adecuado para lograr el reintegro el cargo y la indemnización 
de perjuicios causados por la vinculación y motivada de un servidor público que 
ocupa un cargo de carrera ejercido provisionalidad. Lo anterior por cuanto ha 
estimado que para ese propósito la acción pertinente y la de nulidad y 
restablecimiento del derecho, incoada ante la jurisdicción contencioso 
administrativo. 
 
2. La anterior regla tiene una excepción, que se presenta cuando la acción de 
tutela es interpuesta como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable, caso en el cual, para conceder la tutela, la inminencia de 
consumación de dicho perjuicio debe estar acreditada en el proceso; en ese 
supuesto, el juez constitucional otorga una protección provisional que se mantiene 
siempre y cuando el demandante acude oportunamente la jurisdicción contencioso 
a solicitar la nulidad de la resolución de detención y el restablecimiento de su 
derecho, medida de amparo que se mantiene mientras esa jurisdicción decide lo 
que derecho corresponda. 
 
3. La jurisprudencia también ha determinado que con el propósito de permitir que 
el afectado con una resolución desvinculación inmotivada puede acudir ante la 
justicia contenciosa administrativa a controvertir la validez de la desvinculación, la 
acción de tutela procede como mecanismo definitivo y principal, solamente para 
lograr la motivación del acto desvinculación. En ese sentido, en la sentencia arriba 
citada la Corte expresó que “la acción de tutela es el mecanismo idóneo para exigir 
la motivación de un acto administrativo, pues esta constituye una petición 
autónoma”, con el fin de que el interesado “tenga la posibilidad de controvertir el 
acto desvinculación ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.””. 
 

Subsidiariedad:  
 
La presente acción de tutela resulta subsidiaria de mi derecho de contradicción, toda 
vez que como se puede evidenciar en la Resolución 3777 del 10 de junio del 2020 la 
entidad nominadora Instituto Colombiano de Bienestar Familiar no cumplió con el 
debido proceso, toda vez que no notificó el aludido acto administrativo, siendo este 
de carácter individual, imposibilitando la presentación de recursos. 
 
Inmediatez:  
 
La presente acción de tutela, se busca la protección de mis derechos y consecuente 
la no terminación de mi nombramiento provisional  en violación de las garantías 
constitucionales se pierde el derecho de “estabilidad reforzada” con que cuento a la 
fecha, obligando a la suscrita a accionar la jurisdicción contencioso administrativa en 
aras a obtener el correspondiente reintegro, proceso que en este estadio no resulta 
ser expedito para la defensa de mis derechos causando prejuiciosos  irremediables 
en especial a mi estado de salud, calidad de vida y derecho a la vida. 



 
Perjuicio irremediable:  
 
Las violaciones a mis derechos fundamentales por parte del ICBF, terminando mi 
“estabilidad reforzada” al ordenar la terminación del nombramiento provisional 
mediante la resolución No. 3777 de 10 de junio de 2020 sin que el cumplimiento del 
debido proceso, por indebida notificación y falsa motivación por aplicación de la ley 
1960 en convocatorias regida por la ley 909 de 2004,  me preocupa de manera 
inimaginable, porque  implica que dejaré de aportar al Sistema General de Seguridad 
Social en salud, y al SGSSS de mis progenitores, viéndome avocada a cambiar a 
régimen subsidiado, por no tener ingresos diferentes a los percibidos por mi salario 
como funcionaria del ICBF, que me permitan realizar  las cotizaciones al SGSSS,  
situación que nos perjudica gravemente, toda vez que interrumpiré mi tratamiento 
médico, (controles, exámenes diagnósticos y medicación) y el de mi progenitor, entre 
el cambio de regímenes y asignación de médicos especialistas y retoma de 
tratamiento idóneo, situación que flagrantemente va en contra de las 
recomendaciones médicas proferidas por los galenos tratantes y que va en 
detrimento de mi estado de salud y el de mi familia,  calidad de vida y hasta la vida 
misma.  
 
La afectación de mis ingresos económicos, toda vez que el único ingreso que 
tenemos mi familia y yo, para poder mantenernos y suplir nuestras necesidades, es 
el salario devengado por la labor desempeñada como servidora pública en el ICBF y 
para poder garantizar la continuidad de la atención por régimen contributivo, tendría 
que cotizar al servicio de salud, sin tener posibilidades económicas que me permitan 
otro ingreso y garantizar así, dar continuidad a la atención brindada en la EPS.  
 
Es claro que, ante la crisis económica actual que afronta el país y la ciudad de Bogotá, 
generada por el estado de emergencia por la pandemia del COVID 19, para mí no 
solo es un riesgo salir a la calle, por encontrarme dentro de la población de alto riesgo, 
sino que las posibilidades de vinculación laboral son menores.  
 
 

MEDIDA PROVISIONAL 
 
 

De manera comedida y en virtud de lo dispuesto por el artículo 7º del Decreto 2591 de 
1991, fundamentado además en la urgencia que el caso amerita, le ruego ordenar, como 
MEDIDA PROVISIONAL, la siguiente: Suspender los efectos de la Resolución No. 3777 
de fecha 10 de junio de 2020, expedida por el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar.  
 

PETICIONES 
 

 
1. Señor Juez, comedidamente le solicito tutelar mis DERECHOS 

FUNDAMENTALES a una vida digna, al mínimo vital, al trabajo, a la igualdad, al 
debido proceso, y a la integridad personal, consagrados en la Constitución 
Política, así como aquellos que usted considere probados como consecuencia 
de la inobservancia constitucional en mención, por parte del accionado de 
acuerdo con los hechos narrados.  
 

2. Que se declare que el ICBF violó el derecho a la estabilidad reforzada con el que 
cuenta la suscrita toda vez que en la entidad cuenta con otros cargos de 
profesional universitario código 2044 grado 7 en nombramiento en 



provisionalidad, que no tienen condiciones de estabilidad reforzada, de 
conformidad con la sentencia Su 446-2011. 
 

3. Se ordene de forma inmediata al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 
mantener mi vinculación en provisionalidad en el cargo Profesional Universitario 
Código 2044 Grado 07 (25829) Perfil Psicóloga o disponer mi nombramiento en 
un cargo de igual jerarquía o equivalencia.  

 
 

INFRACTOR 
 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar “Cecilia de la Fuente de Lleras”, NIT 
899999.239-2. es un establecimiento público descentralizado, con personería jurídica, 
autonomía administrativa y patrimonio propio, creado por la Ley 75 de 1968 y 
reorganizado conforme a lo dispuesto por la Ley 7 de 1979 y su Decreto Reglamentario 
No. 2388 de 1979, que mediante Decreto No. 4156 de 2011 fue adscrito al 
Departamento Administrativo para la Prosperidad Social. Con 33 sedes regionales y 214 
centros zonales en todo el país. Sede de la Dirección General se ubica en Av. Carrera 
68 # 64C - 75 Bogotá. 

 
PRUEBAS 

 
Solicito se tengan como tales las siguientes pruebas: 
  
 

- Concepto 0135 de 2012 del ICBF. 
- Decreto 1479 del 4 de septiembre de 2017 
- Resolución No. 9084 del 2 de octubre de 2017 
- Acta de posesión No. 000757 del 11 de octubre del 2017. 
- Resolución 0280 del 04 de febrero del 2019 
- Resolución 3777 de fecha 10 de junio de 2020 
- RESOLUCIÓN No. CNSC - 20182230064715 DEL 25-06-2018  
- Copia de la Cedula de ciudadanía Erika Patricia Zabala Rosero 
- Epicrisis y recomendaciones médicas Erika Patricia Zabala Rosero.  
- Pantallazos de correos del ICBF conociendo las patologías 
- Registro civil nacimiento Erika Patricia Zabala Rosero.  
- Copia cedula de ciudadanía señor Hugo Alberto Zabala progenitor de Erika 

Patricia Zabala Rosero.  
- Copia cedula de ciudadanía señora Aura Frinet Rosero Martínez progenitora de 

Erika Patricia Zabala Rosero.  
- Epicrisis y recomendaciones médicas señor Hugo Alberto Zabala progenitor de 

Erika Patricia Zabala Rosero.  
- Declaraciones bajo juramento rendidas por Hugo Alberto Zabala y   Aura Frinet 

Rosero Martínez 
- Comprobante pago de seguridad social de Hugo Alberto Zabala e imagen de 

pantallazo de pago desde cuenta del banco DAVIVIENDA de la titular Erika 
Patricia Zabala Rosero y pagos de otros relacionados a las necesidades básicas 
de la casa y de salud.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

Fundo esta acción en lo preceptuado por el artículo 86 de la Constitución política, en 
concordancia con lo establecido en los artículos 11, 12, 13, 25 y 53 de la Constitución 
Política de Colombia, y en los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992 y demás 
concordantes. 



 
  

COMPETENCIA 
 
Es usted, Señor Juez, competente por lo establecido en la ley para conocer del presente 
asunto. 
 

DECLARACIÓN JURADA 
 
Bajo la gravedad del juramento manifiesto que sobre los mismos hechos invocados en 
esta demanda no he interpuesto otra acción de tutela. 
 

NOTIFICACIONES 
 
 
Accionante: ERIKA PATRICIA ZABALA ROSERO, Recibo notificaciones en mi correo 
electrónico:  erikazabalarosero@hotmail.com o en mi domicilio Cra 9 Sur N 50-03 barrio 
molinos 
 
 
Accionado: INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR “Cecilia de la 
Fuente de Lleras”, en el Correo electrónico: Notificaciones.Judiciales@icbf.gov.co  
Sede de la Dirección General: Av. Carrera 68 # 64C - 75 Bogotá 

 
 
Del Señor Juez, atentamente: 
 

 
 
ERIKA PATRICIA ZABALA ROSERO 
CC. NO. 1031131880 expedida en Bogotá  



Concepto 135 

 

 

 

 



 

 



 



 



 



 



 



 



 

RESOLUCION 9084  

https://www.icbf.gov.co/sites/default/files/2017-9084.pdf 

 
 

 

https://www.icbf.gov.co/sites/default/files/2017-9084.pdf


 

 

 



RESOLUCION 0280 2019 
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"Por la cual se conforma la lista de elegibles para proveer cuatro (4) vacantes del empleo identificado 
con el Código OPEC No. 39394, denominado PROFESIONAL UNIVERSITARIO, Código 2044, Grado 7, del 
Sistema General de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Convocatoria 

No. 433 de 2016 - ICBF" 

LA COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL — CNSC 

En ejercicio de las facultades previstas en el artículo 11 y  en el numeral 4° del artículo 31 de 
la Ley 909 de 2004, el artículo 2.2.6.20 del Decreto 1083 de 2015, el Decreto Ley 760 de 

2005, el artículo 57 del Acuerdo No. 20161000001376 de 2016, y 

CONSIDERANDO 

De conformidad con lo establecido en el artículo 125 de la Constitución Política, los empleos 
en los órganos y entidades del Estado son de carrera, salvo las excepciones allí previstas, y 
tanto el ingreso como el ascenso en los mismos, se harán previo cumplimiento de los requisitos 
y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los aspirantes. 

Por su parte, el artículo 130 Constitucional creó la Comisión Nacional del Servicio Civil - CNSC, 
como un organismo autónomo de carácter permanente de nivel Nacional, independiente de las 
ramas y órganos del poder público, dotada de personería jurídica, autonomía administrativa y 
patrimonio propio, cuyas funciones son administrar y vigilar los sistemas de carrera 
administrativa, excepto los especiales de origen Constitucional. 

Según lo señalado en el literal c) del artículo 11 de la Ley 909 de 2004, la Comisión Nacional 
del Servicio Civil — CNSC, tiene como función, entre otras, la de adelantar las convocatorias a 
concurso para el desempeño de empleos públicos de carrera, de acuerdo con los términos que 
establezcan la Ley y el reglamento. 

En observancia de las citadas normas la CNSC, mediante el Acuerdo No. 20161000001376 
del 5 de septiembre de 2016, convocó a concurso abierto de méritos para proveer 
definitivamente los empleos vacantes de la planta de personal pertenecientes al Sistema 
General de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 
Convocatoria No. 433 de 2016 - ICBF. 

En virtud de lo anterior, conforme a lo dispuesto en el artículo 571  del Acuerdo No. 
20161000001376 de 2016, en concordancia con lo previsto en el numeral 4° del artículo 312 de 
la Ley 909 de 2004, una vez se adelanten todas las etapas del proceso de selección y se 
publiquen los resultados definitivos obtenidos por los aspirantes en cada una de las pruebas 
aplicadas durante el Concurso Abierto de Méritos, la Comisión Nacional del Servicio Civil 
procederá a conformar la lista de elegibles, en estricto orden de mérito, con los concursantes 
que aprobaron la prueba eliminatoria y con los resultados en firme de cada una de las pruebas 
del proceso de selección. 

l ARTICULO 57. CONFORMACIÓN DE LISTAS DE ELEGIBLES. La Universidad o Institución de Educación Superior que la CNSC contrate para el efecto. 
consolidará los resultados publicados debidamente ponderados por el valor de cada prueba dentro del total del Concurso Abierto de Méritos y la CNSC con formará 
la lista de elegibles pare proveerlas vacantes definitivas de los empleos objeto de/a presente Convocatoria, con base en la información que lelia sido suministrada. 
y en estricto orden de mérito." -. 

2 "Articulo 31. (...) 4. Listas de elegibles. Con tos resultados de tas pruebas la Comisión Nacional del Se,vicio Civil o la entidad contratada, por delegación de 
aquella, elaborará en estricto orden de mérito la lista de elegibles que tendrá una vigencia de dos (2) años. Con esta yen estricto orden de mérito se cubrirán las 
vacantes para las cuales se efectuó el concurso' 
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En mérito de lo expuesto, y teniendo en cuenta que mediante Acuerdo No. 555 del 10 de 
septiembre de 2015, se dispuso que es función de los despachos de los comisionados proferir 
los actos administrativos mediante los cuales se conforman y adoptan las listas de elegibles, 
para garantizar la correcta aplicación del mérito, durante los procesos de selección; de 
conformidad con los asuntos y competencias asignadas por la Sala a cada Despacho, 

RESUELVE 

ARTÍCULO PRIMERO.- Conformar la lista de elegibles para proveer cuatro (4) vacantes del 
empleo identificado con el Código OPEC No. 39394, denominado PROFESIONAL 
UNIVERSITARIO, Código 2044, Grado 7, ofertado en el marco de la Convocatoria No. 433 de 
2016 - ICBF, reglamentada por el Acuerdo No. 20161000001376 del 5 de septiembre de 2016, 
así: 

1 

Posicion 1 
1 

1 

.....-.;.. 
Documento Documento 

.. ...- ... .,. 
Nombre 

DIANA FERNANDA QUINTERO LiZ Áb 

Puntaje 

75,061 

74,591 

Cc 1 1018409481 

2 CC 1022340412 SONIA YAMILE URIBE RUIZ 

3 . ., CC . 46357800 GILMA NOSSA BERNAL. . . 74,43 

4 CC 52867339 SORAIDA LUCERO APONTE BOTIA 74,37 j 

5 CC . 1013607699 .JULLY PAOLA PEREA DUCUARA . 
73,64 

6 CC 1014235181 NATHALIA TORRES PÉREZ 72,89 

CC . . 1015994932 NATHALIESUAREZCOCK . . . 72,81 

8 CC 1014231046 JULYTATIANASILVARODRIGUEZ 72,511 

9 CC .. 44192076 SARAI LAGOS ARCHILA . 72,41 

10 CC 52853003 MARIA FERNANDA ESCOBAR SUAREZ 

11 . CC 1069433127 HELEN ZORELLY RAMOS LÓPEZ 72,27 

12 CC 46382104 YULYCRISTINAARCINIEGASRODRIGUEZ 71,52 

13. . CC 1030537850 LAURAXIMENABARRIOSCICERY 71,51 

14 CC 1023927926 KAREN ELISE PUSEY MOLINA 71, 

1.5 CC 53063295 1 JEHIMY LORENA CERON MADERO 70,43 

7O,o1I 

68,72 

68,58 

.680Y 

17  
18 

CC 

CC 

52505873 CRISTINA ANDREA DIAZ SIERRA 

35355271 ANGELA MARIA CAMARGO BEDOYA 

19 CC 52978803 DIANA LORENA POVEDA SEGURA 

20 CC 79321133 GERMAN ANDRES MORALES HERNANDEZ 68,06 

2'Í CC 4403758 BAI RON SANCHÉZ CUENCA 67,4 

22 CC 51871162 MAYURI CASTILLO RINCÓN 66,45 1 
23 CC 1030594718 MARIA FERNANDA GOMEZ FAJARDO . 

24 CC 37080160 CLAUDIA ANDREA BENAVIDES SOTELO 66,12 

25 CC 1018410060 LINA PAOLA DE LAS MERCEDES RAMÍREZ NIEVES 66,11 

26 CC 1010190278 ANGELAMILENAGARCIACAÑON 66,09 

27 CC 60447068. MARTA ELENA RAMIREZ CRUZ . .. 62,24 

28 CC 80119288 WILSON ANDRÉS HERRERA VARGAS 54,061 

ARTÍCULO SEGUNDO.- De conformidad con el artículo 14 del Decreto Ley 760 de 2005, 
dentro de los cinco (5) días siguientes a la publicación de la lista de elegibles, la Comisión de 
Personal de la entidad u organismo interesado en el proceso de selección o concurso, podrá 
solicitar a la Comisión Nacional del Servicio Civil, la exclusión de la lista de elegibles de la 



A MARTÍNEZ JOSÉ ARlE 
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persona o personas que figuren en ella, cuando haya comprobado cualquiera de los siguientes 
hechos: 

o Fue admitida al concurso sin reunir los requisitos exigidos en la Convocatoria. 
o Aportó documentos falsos o adulterados para su inscripción. 
o No superó las pruebas del concurso. 
o Fue suplantada por otra persona para la presentación de las pruebas previstas en el 

concurso. 
o Conoció con anticipación las pruebas aplicadas. 
o Realizó acciones para cometer fraude en el concurso. 

ARTÍCULO TERCERO.- Los aspirantes que sean nombrados con base en la lista de elegibles 
de que trata la presente Resolución, deberán cumplir con los requisitos exigidos para el 
desempeño del empleo, de acuerdo con lo establecido en la Convocatoria No. 433 de 2016 
ICBF, y demostrarlos al momento de tomar posesión. Así mismo, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 2.2.5.7.4 y  2.2.5.7.6 del Decreto 1083 de 2015, en concordancia con 
los artículos 40  y 5° de la Ley 190 de 1995, corresponde a la entidad nominadora, antes de 
efectuar nombramiento o dar posesión, verificar el cumplimiento de los requisitos y calidades 
de las personas designadas para el desempeño de los empleos. 

ARTÍCULO CUARTO.- Una vez agotadas las listas de elegibles para cada ubicación 
geográfica de un mismo empleo, se consolidará la lista general que será usada en estricto 
orden de mérito para proveer las vacantes que no se puedan cubrir con la lista territorial, previa 
realización de una audiencia de escogencia de plaza de conformidad con el procedimiento 
establecido en la Resolución 3265 de 2010. Así mismo dichas listas serán utilizadas para 
proveer las nuevas vacantes que surjan durante su vigencia en los mismos empleos 
convocados. 

ARTÍCULO QUINTO.- La Lista de Elegibles conformada a través del presente Acto 
Administrativo tendrá una vigencia de dos (2) años contados a partir de la fecha de su firmeza, 
conforme a lo establecido en el artículo 64 del Acuerdo No. 20161000001376 de 2016, en 
concordancia con el numeral 4° del artículo 31 de la Ley 909 de 2004. 

ARTÍCULO SEXTO.- La presente Resolución deberá ser publicada a través de las páginas 
Web del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Entidad a la cual pertenece el empleo 
para el que se conforma la lista, y de la Comisión Nacional del Servicio Civil, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 33 de la Ley 909 de 2004. 

ARTÍCULO SÉPTIMO.- La presente Resolución rige a partir de su firmeza y contra la misma 
no procede ningún recurso, sin perjuicio de la solicitud facultativa y exclusiva de que trata el 
artículo segundo del presente Acto Administrativo. 

Dada en Bogotá D.C., 



 

 

 

 

 

 



 

 

 



 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 

 



 

 

 

 

 



 

 

 

 



 

 









































 

 



 

 



 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 



 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

  



 

 

 



 

 



JUZGADO VEINTICINCO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE
BOGOTA - SECCION SEGUNDA

Al Despacho del Dr. ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA

Se informa al señor Juez que por reparto corresponde conocer de la presente
acción de tutela, ingresa al despacho, para proveer.

Cordialmente,

FABIO ALEXANDER SANTILLAN HORMAZA
Secretario

HOY: 10 de Agosto de 2020 

ACCIÓN DE TUTELA 

11001333502520200021200



                                                                            

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
 CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D. C., diez (10) de agosto de dos mil veinte (2020) 

 

 

Se decide sobre la admisión de la demanda de tutela y la solicitud de medida 

provisional presentada por la señora ERIKA PATRICIA ZABALA ROSERO, en 

contra el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR, por violación a 

los derechos fundamentales a mínimo vital en conexidad a la vida digna, trabajo, 

igualdad e integridad personal. 

  

Como medida provisional, solicitó ordenar, SUSPENDER LOS EFECTOS DE LA 

RESOLUCION N. 3777 DE FECHA 10 DE JUNIO DE 2020, por medio del cual se 

hacen unos nombramientos en período de prueba y se dictan otras disposiciones, 

expedida por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. 

 

Para resolver se, 

CONSIDERA: 

 

El artículo 7º del Decreto 2591 de 1991 “Por el cual se reglamenta la acción de 

tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política”, dispuso que, desde 

la presentación de la solicitud, a petición de parte o de oficio, el Juez podrá 

decretar medidas provisionales, cuando lo considere necesario y urgente para la 

protección de los derechos fundamentales.  

 

Al respecto, la Corte Constitucional ha sostenido que para que se decrete las 

medidas provisionales, se deben reunir ciertos requisitos1, a saber: 

                                                           
1 Ver Autos 031 de 1994 ((MP. Jorge Arango Mejía), 039 de 1995 (MP. Alejandro Martínez Caballero), 041 A de 1995 (MP. 

Alejandro Martínez Caballero), 049 de 1995 (Carlos Gaviria Díaz), 166 de 2006 (MP.  Manuel José Cepeda) y 035 de 2007 
(MP. Humberto Antonio Sierra Porto). En dichos autos, la Corte ordenó, como medida provisional, la suspensión de las 
decisiones judiciales de tutela objeto de revisión. Ver también, Auto del 17 de marzo de 2010, Referencia: Expediente 
2483488. 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2020-00212-00 

DEMANDANTE: ERIKA PATRICIA ZABALA ROSERO 

DEMANDADO: INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR 



 
Acción de Tutela No. 110013335025-2020-002012-00 

 Demandante: ERIKA PATRICIA ZABALA ROSERO 
Demandado: ICBF 

 
 

(i) Que las medidas estén encaminadas a proteger un derecho fundamental, 

evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público, con el fin de garantizar 

que la decisión definitiva no resulte inocua o superflua por la consumación de 

un daño.  

 

 (ii) Que se esté en presencia de un perjuicio irremediable por su gravedad e 

inminencia, de manera que se requieran medidas urgentes e impostergables 

para evitarlo.  

 

(iii) Que exista certeza respecto de la existencia de la amenaza del perjuicio 

irremediable.  

 

(iv) Que exista conexidad entre la medida provisional y la protección de los 

derechos fundamentales vulnerados o amenazados.  

 

Ahora bien, las medidas provisionales, en principio, están dirigidas a obtener la 

protección del derecho fundamental invocado por la parte accionante, mediante la 

suspensión del acto específico de la autoridad pública, administrativa o judicial que 

amenace el derecho.  

 

Del estudio del expediente, se advierte que la señora ERIKA PATRICIA ZABALA 

ROSERO, no expuso los argumentos para sustentar la solicitud de medida 

provisional, ni obra prueba en el expediente que demuestre un perjuicio que haga 

más gravosa la presunta vulneración del derecho fundamental invocado. 

Adicionalmente, dado el carácter preferente y sumario de la acción de tutela, se 

considera que la actuación se adelantará en un término que prima facie, no se 

afectaría eventualmente el derecho fundamental antes del fallo, por cuanto, no se 

probó y argumentó lo contrario.     

 

Por lo expuesto, se negará por improcedente la petición de suspensión provisional 

solicitada por la parte accionante.  

 

Caso contrario, sucede con los requisitos de la demanda de tutela, consagrados 

en el artículo 14 del Decreto 2591 de 1991, los cuales se cumplen en el caso 

concreto, razón por la cual se admitirá.  
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 Demandante: ERIKA PATRICIA ZABALA ROSERO 
Demandado: ICBF 

 
 

De otra parte, en el acápite de pruebas, los documentos correspondientes a la 

historia clínica de la señora Erika Patricia Zabala Rosero a folio (80-87) del 

expediente digital, no se encuentran bien digitalizados que permitan evaluar con 

claridad las mismas, PARA QUE PERMITAN TOMAR LAS DECISIONES DE 

FONDO. 

 

Así las cosas, se le concederá al tutelante el término de un (1) día, para que 

allegue a este Despacho en debida forma, la historia clínica. 

 

Por último, teniendo en cuenta la finalidad de la presente acción de tutela, se 

ordenará que el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR -ICBF, 

publique en su página web, el presente auto admisorio y la copia de la solicitud de 

tutela, para que los ciudadanos beneficiarios de la Resolución No. 3777 de fecha 

10 de junio de 2020, “por medio del cual se hacen unos nombramientos en 

período de prueba y se dictan otras disposiciones”, puedan manifestarse en 

garantía de sus derechos al debido proceso, defensa y contradicción. 

 

Por lo expuesto se,   

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Admítase la solicitud de tutela presentada por la señora ERIKA 

PATRICIA ZABALA ROSERO, en contra el INSTITUTO DE BIENESTAR 

FAMILIAR. 

 

SEGUNDO: Por Secretaría, notifíquese personalmente y en forma inmediata 

al Representante Legal del INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 

FAMILIAR, o a quien este servidor haya delegado expresamente la facultad para 

recibir notificaciones, o quien haga sus veces, de conformidad con lo señalado en 

el artículo 16 del Decreto 2591 de 1991, en concordancia con el artículo 5º del 

Decreto Reglamentario 306 de 1992. 

 

Así mismo y de conformidad con el artículo 19 del Decreto 2591 de 1991, Ofíciese 

a la accionada, para que se sirva informar a este Despacho respecto de los 

hechos a los cuales hace alusión el escrito de tutela, aportando las pruebas que 

considera necesarias y en general todos aquellos que tengan relación con la 

presente acción, para cuyo efecto se les hará entrega de copia de su contenido. 
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Todo lo anterior deberá ser remitido en el término de dos (2) días contados a partir 

de la fecha en que reciba el correspondiente oficio para dar respuesta, bajo los 

apremios de los artículos 19 y 20 del Decreto 2591 de 1991. 

 

En la contestación que emitan las entidades arriba mencionadas, deberán aclarar 

al Despacho qué lineamientos las llevaron a terminar el nombramiento en 

provisionalidad de la señora ERIKA PATRICIA ZABALA ROSERO. 

  

TERCERO: ORDENAR al INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 

FAMILIAR -ICBF, publique en su página web, el presente auto admisorio y la 

copia de la solicitud de tutela, para que los ciudadanos beneficiarios de la 

Resolución No. 3777 de fecha 10 de junio de 2020, “por medio del cual se hacen 

unos nombramientos en período de prueba y se dictan otras disposiciones”, 

puedan manifestarse en garantía de sus derechos al debido proceso, defensa y 

contradicción. 

 

CUARTO: Niéguese la solicitud de la medida provisional. 

 

QUINTO: Notifíquese a la parte accionante de la decisión adoptada mediante esta 

providencia, por el medio más eficaz. 

 

De igual manera, se le concederá al tutelante el término de un (1) día, para que 

allegue a este Despacho, en debida forma, la historia clínica. 

 

SEXTO: Por Secretaría, publíquese a través de la página web de la Rama Judicial 

la admisión de la presente acción de tutela, consignando los datos de las partes y 

el objeto sucinto de la misma, con el fin de que personas interesadas se puedan 

hacer parte dentro del proceso. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

ANDRÉS JOSÉ QUINTERO GNECCO 

JUEZi                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

KHP 

 

Firmado Por: 
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ANDRES JOSE QUINTERO GNECCO  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 026 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y 

el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 2ae23dbf21c35a3b60661cae7779a1a96bc74e125f987e9c853919a487e74d2f 

Documento generado en 10/08/2020 03:51:31 p.m. 

                                                           
iJuez 26 Administrativo del Circuito de Bogotá, encargado del Juzgado 25 Administrativo del Circuito de 

Bogotá, en virtud de la Resolución No. 016 de 24 de julio de 2020 
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Historia Clinica Erika Zabala Rosero

erika zabala <erikazabalarosero@hotmail.com>
Lun 10/08/2020 9:28 PM
Para:  Juzgado 25 Administrativo Seccion Segunda - Bogota - Bogota D.C. <jadmin25bta@notificacionesrj.gov.co>
CC:  erika zabala <erikazabalarosero@hotmail.com>

1 archivos adjuntos (10 MB)
HISTORIA CLINICA ERIKA ZABALA DB.zip;

Buen Dia 

JUEZ ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA.

De acuerdo con lo solicitado en la Acción de Tutela adjunto mi historia clinica tal cual la enviaron 
desde la clinica Barraquer esta dividido por varios PDF los cuales  están por año y especialidad, 
mi ultima intervención fue en julio del 2020 con seguimiento para septiembre del 2020,  para 
su atención y fines pertinentes. 

Muchas Gracias por su tiempo, espero tengan buena semana 

Cordialmente 

Erika Zabala Rosero 

El ago. 10, 2020, a las 5:51 p. m., Juzgado 25 Administrativo Seccion Segunda - 
Bogota - Bogota D.C. <jadmin25bta@notificacionesrj.gov.co> escribió:

JUZGADO VEINTICINCO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
DEL CIRCUITO DE BOGOTA - SECCION SEGUNDA

Carrera 57  Nº 43 – 91 Piso Quinto, Nueva Sede Judicial CAN
 
 

 
Bogotá D.C, 10 de Agosto de 2020      
                                                                                

 
Señor(a):
REPRESENTANTE LEGAL ICBF
ERIKA PATRICIA ZABALA ROSERO

mailto:jadmin25bta@notificacionesrj.gov.co
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            Proceso No.               : ACCIÓN DE TUTELA No. 2020 – 00212
            Demandante              : ERIKA PATRICIA ZABALA ROSERO 
            Demandado               : ICBF
            Juez                           : ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA

 
 

Me permito notificarle auto de fecha 10 de agosto de 2020 que niega una solicitud de 
medida provisional y admite la acción de tutela de la referencia en su contra, de la 
cual  se le corre traslado, para que en el término de dos (2) días, contados desde la 
fecha de recibo, ejerza el derecho de defensa y aporte las pruebas que pretenda 
hacer valer.

 

DEBERA DARSE RESPUESTA DE FONDO A ESTE DESPACHO A LA PRESENTE 
SOLICITUD, INDEPENDIENTE  QUE REPOSEN LOS DOCUMENTOS EN OTRA 
DEPENDENCIA DIFERENTE A LA ESPECIFICADA.

Se advierte que es su deber colaborar con la administración de justicia, en 
consecuencia, las respuestas a los requerimientos de este Despacho, deberán ser 
suministrados sin dilación alguna, en el término improrrogable de 2 
días contados a partir de la fecha de recibo del presente oficio, so pena en incurrir en 
desacato a decisión judicial y en mala conducta, por obstrucción a la justicia. (Decreto 
2591 de 1991)

 
Atentamente,

 
 

 
FABIO ALEXANDER SANTILLÁN HORMAZA

SECRETARIO






























